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EDITADO POR EL COLEXIO DE ECONOMISTAS DA CORUÑA               EJEMPLAR GRATUITO

SÍGUENOS EN:

economista

Roberto Pereira recibe la
Cruz al Mérito en el
Servicio de la Economía
El pasado mes de noviembre tuvo lugar el

acto de entrega a nuestro
decano de la Cruz al Mérito
en el Servicio de la Econo-
mía con la que fue distin-
guido por parte del Conse-
jo General de Colegios de
Economistas, galardón que

Roberto Pereira no
dudó en brindar a
todos los cole-
giados.

Esteve Calzada, Fundador y Consejero
Delegado de Prime Time Sport

“Me considero
un afortunado
por haber trabajado
tanto tiempo en
el F.C. Barcelona”
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Avance de formación
Avanzamos en páginas interiores las dos pri-
meras acciones formativas previstas para
2013: Son las siguientes: “Deterioro de valor
de los activos en el cierre 2012” y “Actualiza-
ción contable para economistas y auditores”.

Editado el segundo
volumen del libro
Actualidad fiscal
comentada
Dada la gran acogida recabada por el pri-
mer volumen, ha sido editada la continua-
ción del libro “Actualidad Fiscal Comenta-
da”, que recopila en esta ocasión los
comentarios de actualidad fiscal publicados
en O Economista en los dos últimos años
por nuestro colaborador habitual, el profe-
sor Miguel Caamaño.



Oec
o

n
o

m
is

ta
•
nº

 9
8 

•
20

12
 •

pá
gi

na
 2

E
d

it
o

ri
a
l

spaña en su conjunto gasta 123.000 millones de euros (el 11 por ciento del PIB) en pagar a los empleados públi-
cos y más de 55.000 (el 5 por ciento del PIB) en cubrir los gastos de funcionamiento de un estado central, 17
miniestados autonómicos y más de 8.000 municipios. Si la obesidad del sector público es alarmante, lo es toda-
vía más la falta de rumbo fijo de nuestros gobernantes a la hora de gestionar las cuentas públicas: a fecha
actual las autonomías acumulan 2.236 empresas públicas (25,7 por ciento más que en 2004) y los ayuntamien-

tos con 1.482 (37 por ciento más que hace ocho años) no les van a la zaga, el número de funcionarios ha crecido un
15 por ciento en el mismo período hasta situarse en 2,69 millones. Sin embargo, la población solo ha aumentado el
8 por ciento, y la ocupada, la que sustenta todo este tinglado, ha disminuido un 3,6 por ciento en las dos últimas
legislaturas.

Sin entrar en el despilfarro que se esconde tras  estas cifras millonarias (televisiones públicas por doquier, inconta-
bles coches oficiales, alcaldes que ganan más que Rajoy, etc., etc.) y en la inasumible maraña de entidades, que en

ocasiones únicamente se utilizan para evadir el control, es preciso
mencionar algunas de las últimas denuncias de la Intervención Gene-
ral de la Administración del Estado: adjudicaciones sin control de
contratos publicitarios, indemnizaciones y subidas de salarios injus-
tificadas en las empresa públicas, carencia de un seguimiento eficaz
de las subvenciones concedidas por diversos organismos, etc. En
resumen, síntomas claros de falta de control y transparencia.

Si nos centramos en el grado de sometimiento a auditoría de todo
el entramado público, nos encontramos con cifras escalofriantes. La
auditoría sólo se aplica al 10 por ciento de las más de 22.000 empre-
sas, fundaciones, consorcios, ayuntamientos y otras instituciones
existentes en el ámbito de las administraciones del Estado, autonó-
micas y locales. Los órganos de control externo realizan una labor de
fiscalización del sector público extemporánea y a todas luces insufi-
ciente.

Pero, ¿qué es lo que se va a auditar?: más de la mitad de los 8.116
ayuntamientos que existen en España aún no han presentado, a
fecha actual, sus cuentas anuales. Aunque este retraso pudiese tener
justificación, no lo tiene que el 20 por ciento tampoco haya rendido
las cuentas de 2010 y 2009 y que algunos tengan pendientes hasta
seis o siete años. En Galicia nos escapamos en esta ocasión de la
quema: el 72 por ciento de los ayuntamientos presentó sus cuentas

en plazo (¿será por qué la no presentación imposibilita el cobro de subven-
ciones?).

Para recuperar la confianza y la credibilidad de los ciudadanos en las
cuentas públicas, además de someter a la Administración a una riguro-
sa y largamente prometida cura de adelgazamiento, es necesario el de-
sarrollo de una cultura de la transparencia. El control del gasto en el sec-
tor público debe ser mejorado, sobre todo en las administraciones
locales. Al igual que las entidades privadas, todos los organismos públi-
cos deben estar obligados a publicar y a auditar sus cuentas anuales. Y
si los medios de de la Administración son escasos, se debe promover la
entrada de la auditoría privada en esta entidades potenciando la cola-
boración entre los órganos de control público y los auditores externos.

Al menos un poco de transparencia

E

José Antonio López Álvarez,
Vicedecano del Colegio de Economistas
de A Coruña. Director de 
O Economista.



diplomado en Dirección General por el Ins-
tituto de Estudios Superiores de la Empresa
(IESE), de la Universidad de Navarra, y reali-
zó un master de Auditoría de Cuentas en la
USC.

Casado y con tres hijos, entre sus activi-
dades profesionales destaca como socio y
director del despacho que lleva su nombre,
Roberto Pereira, desde el año 1988, en el
que desarrolla labores de asesoría fiscal,
contable y laboral. Preside asimismo el Club

Financiero de Santiago desde finales de
2010.

Forma parte igualmente del Pleno del
Consejo General en su condición de deca-
no de nuestro colegio además de haber sido
miembro de su Comisión Permanente desde
febrero de 2008. Asimismo, ha sido el
impulsor y a la postre presidente de la Comi-
sión de Economistas Asesores Laborales,
EAL, órgano especializado del CGCEE, cre-
ado en enero de 2011.

Por lo que se refiere a nuestro colegio,
Roberto Pereira se encuentra en su tercer
mandato al frente del mismo –tras haber
renovado la confianza de los colegiados en las
elecciones celebradas a finales del pasado
año– cubriendo actualmente de este modo
su noveno año al frente de la institución cole-
gial. Anteriormente, en el período 2000-2004
desempeñó el cargo de presidente de la sede
de Santiago de Compostela. Es, así mismo,
presidente del Consello Galego de Colexios
de Economistas, entidad que aglutina a los
cuatro colegios provinciales gallegos.

En el acto de entrega, que tuvo lugar el
pasado mes de noviembre en el marco del
Foro de Economistas 2012, se homenajeó
asimismo a Juan Velarde Fuertes, José Barea
Tejeiro, Ramón Tamames Gómez y José Luis
Sampedro Sáez –a los que se distinguió con
la a Gran Cruz al Mérito en el Servicio de la
Economía– así como a los decanos de los
Colegios de Economistas de Pontevedra,
Alicante y Burgos, respectivamente, a los
que se impuso la Medalla en el Servicio de
la Economía.

En su alocución, Pereira puso especial
énfasis en brindar dicha distinción a todos
los colegiados de nuestro colegio, “los cua-
les que me encomendaron la grata tarea de
representarlos desde hace ya la friolera de
9 años”, brindis que hizo extensivo asimis-
mo a toda su familia, a su Junta de Gobier-
no y a su equipo de trabajo encabezado por
la secretaria técnica Rosa Onega.

Pereira (Santiago de Compostela, 1957)
se licenció en Ciencias Económicas por la
Universidad de Santiago de Compostela. Es

Roberto Pereira, galardonado con la Cruz al Mérito en el Servicio de la Economía

“Esta distinción pertenece a todos y cada uno
de los colegiados del Colegio de A Coruña”
Visiblemente emocionado, Roberto Pereira, decano de nuestro colegio, quiso dedicar a todos los colegiados la Cruz al Méri-
to en el Servicio de la Economía con la que fue galardonado por el Consejo General de Colegios de Economistas, distinción
que reconoce a las personas que se han significado en el servicio a la economía, contribuyendo a la mejora de la profesión
de economistas y de su organización colegial.
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Roberto Pereira en un momento de su intervención



supuestaria y Sostenibilidad Financiera.
Desarrollo de una cultura de la transpa-

rencia, en línea con la ley de Transparencia,
Acceso a la Información Pública y Buen
Gobierno, que actualmente ser halla en trá-
mite parlamentario.

Todo ello ha llevado a concluir que es
necesario potenciar a participación de las
firmas privadas de auditoría en trabajos de
Administraciones Públicas y otros entes del
sector, en aras a la deseada transparencia,
poniendo a disposición del ciudadano una
información normalizada y verificada que
mejore el grado de confianza en la informa-
ción económica que es revelada por los ges-
tores públicos, facilitándole su toma de
decisiones.

En este mismo sentido, se manifestó
Valentí Pich, Presidente del Consejo Gene-
ral, al señalar que “en tiempos de preocu-
pación y confusión, la transparencia y la cla-
ridad en la información de las entidades

públicas, resulta imprescindible y en este
contexto, los profesionales de la auditoría
tienen el deber de ayudar y colaborar con
los responsables y controladores de la infor-
mación de las cuentas públicas, para que su
confección resulte más eficiente”.

Del mismo modo, Rafael Cámara, presi-
dente del Instituto de Censores Jurados de
Cuentas, manifestó que “uno de los princi-
pales retos que debe afrontar nuestro país
es cómo aumentar la transparencia del sec-
tor público; hay que buscar nuevas fórmu-
las de gestión pública y dar un salto de cali-
dad en la información que ofrecen las
administraciones, que impulse la transpa-
rencia y la confianza económica como
mejor respuesta ante la crisis. Creemos que
es el momento de que el auditor externo
asuma un papel más relevante en el control
y en la fiscalización de las cuentas públicas,
a través del ejercicio de la función de inte-
rés público que le corresponde”.
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Dicha Comisión, constituida por represen-
tantes de las 3 corporaciones –Consejo
general de Colegios de Economistas, Insti-
tuto de Censores Jurados de Cuentas y Con-
sejo Superior de Titulares Mercantiles- fue
presentada en el transcurso de la Jornada
“Análisis del papel de la auditoría como ins-
trumento de gestión del sector público” y
encuentra su razón de ser en una serie de
motivos y necesidades concretas a conse-
cuencia del actual contexto económico,
tales como:

La necesidad de recuperar la confianza y la
credibilidad en la cuentas públicas, para lo
que se propone el establecimiento de la obli-
gación de las administraciones públicas de
formular y presentar su cuentas anualmente
de modo que el ciudadano no se vea privado
del derecho fundamental de la información.

No aumentar el gasto público pero sí el
grado de control, a la luz de la Ley Orgánica
2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Pre-

Las Corporaciones representativas de los
Auditores de Cuentas crean la Comisión
de Auditores del Sector Público
Desde el Registro de Economistas Auditores de Cuentas (REA) nos informan que la reciente creación de la Comisión de
Auditores del Sector Público, de la cual forma parte José Antonio López, Vicedecano de nuestro Colegio y Director de esta
publicación.
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Deterioro del valor de los activos en el cierre 2012
Actualización contable para economistas y auditores
A Coruña, 21 de enero 2013

Deterioro del valor de los activos en el cierre 2012
El objetivo de este seminario es analizar  los indicios, la cuantificación y el
registro del deterioro que puede encubrirse tras las rúbricas de un balance.
Igualmente se abordarán recientes consultas del BOICAC sobre la materia,
así como el deterioro de los activos no generadores de flujos de efectivo
(EHA 733/2010).

El desarrollo de la sesión irá acompañado de casos prácticos ilustrativos y
casos reales de empresas que recientemente han afrontado severos deterioros.

Programa
1. ¿Cuáles son los indicios de deterioro a tener en cuenta?
2. Análisis de la nueva terminología y su alcance práctico: Valor de uso,

Valor recuperable, UGE’s , Valor neto de realización…etc.  La delimita-
ción de los flujos de caja y la  necesidad de cálculos financieros. (tasas de
descuento a utilizar, WACC, tasas de riesgo, …)

3. Cálculo del importe recuperable en inmovilizados materiales, activos
intangibles, existencias, instrumentos financieros, activos no corrientes
mantenidos para la venta. La reversión del deterioro.

4. Casos particulares: Activos Inmobiliarios y Fondo de Comercio. Trata-
miento del deterioro en una unidad generadora de tesorería.

5. El deterioro de valor en la Orden EHA  733/2010.
6. Repercusión posterior sobre la amortización, el efecto impositivo, los

indicadores financieros, … Información a revelar.
7. Casos reales de empresas y supuestos prácticos.

Actualización contable para economistas y auditores
Las prioridades del día a día no facilitan el seguimiento y el análisis de las
implicaciones de la normativa contable aprobada y de los pronunciamientos
del ICAC más recientes, ni tampoco una sosegada reflexión sobre cuestio-
nes de cierta complejidad que presenta la realidad empresarial. Con el obje-

tivo de analizar y aclarar los pronunciamientos últimos del ICAC y otra nor-
mativa reciente, se organiza esta sesión de JORNADA DE ACTUALIZACION
CONTABLE, de gran utilidad para la aplicación e interpretación de las nor-
mas, para facilitar la resolución de problemas en las empresas clientes, y
simultáneamente poner al día a los equipos profesionales de los despachos.

La Jornada se desarrollará de manera participativa, dinámica y muy prác-
tica. La presencia de economistas implicados diariamente en la gestión
empresarial y la participación de los auditores,  creará un marco idóneo para
el análisis, el debate y la interpretación práctica de los criterios evacuados
por el ICAC.

• Proyecto de norma de registro y valoración de inmovilizados materiales e
inversiones inmobiliarias ( ICAC; noviembre 2012).

• Prioridad del fondo sobre la forma: ingresos que emergen
• Imputación de Subvenciones e indemnizaciones.
• Resultados derivados de algunas situaciones concursales.
• La correcta interpretación de la Norma sobre operaciones entre empresas

del grupo 
• Registro de Impuestos diferidos y saldos con las administraciones públi-

cas.
• Aportaciones no dinerarias, dividendos en especie,…operaciones entre

los socios –personas físicas– y las sociedades.
• La compleja delimitación de grupo y empresas asociadas.
• Aumentos de capital por compensación de créditos
• El reflejo del deterioro de activos 
• Rappels anticipados.
• Combinaciones de negocios,  fusiones y escisiones.
• Tratamiento contable de los alquileres: carencias, incentivos, costes,…
• Operaciones varias  con Instrumentos Financieros,  cooperativas, etc.
• Las implicaciones de una Actualización de Balances en 2013, …

La jornada se plantea en dos sesiones claramente diferenciadas, facilitándose la posibilidad de inscribirse de forma conjunta solo
en una de ellas. Cada sesión tendrá una duración de 4 horas, en la primera de ellas se abordará el deterioro del valor de los acti-
vos en el cierre 2012, y la segunda servirá para hacer un exhaustivo repaso de la última normativa contable aprobada y de los
más recientes pronunciamientos del ICAC.

Ponente
Juan Luis Domínguez
Economista. Auditor de cuentas. ECIF. Profesor Titular de Economía Financiera y Contabilidad de la Universidad de Barcelona. Experto en
NIC/NIIF y Reforma Contable

Duración
8 horas lectivas, de las que 4 horas corresponden a la sesión “Deterioro del valor de los activos en el cierre 2012” y 4 horas a la sesión “Actua-
lización contable para economistas y auditores”.

Lugar de celebración y horario
Sede del Colegio de Economistas Caballeros, 29-1º. A Coruña

Deterioro del valor de los activos en el cierre 2012:  9,30 a 13,30 horas
Actualización contable para economistas y auditores: 15,30 a 19,30 horas

Homologación REA y TAP
Estos cursos son computables en su totalidad como materia de auditoría y contabilidad, a efectos de las obligaciones de formación conti-
nuada, establecidas por la normativa de auditoría vigente. Asimismo serán computados a efectos del cumplimiento de los requisitos de for-
mación obligatoria establecidos en el Reglamento del Turno de Actuación Profesional del Colegio.

Descuentos: 10% segunda y sucesivas matrículas

PLAZAS LIMITADAS. RIGUROSO ORDEN DE INSCRIPCIÓN

Formación bonificable por la Fundación Tripartita

Matrícula
Jornada completa Deterioro de los activos Actualización contable

Colegiados y personal de sus despachos: 125,00 € 75,00 € 75,00 € 
Miembros REA y personal de sus despachos: 100,00 € 60,00 € 60,00 € 
Otros participantes: 200,00 € 120,00 € 120,00 €  



Reseña de actualidad contable
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Consulta 2
Aportación no dineraria de los instrumentos de patrimonio que
otorgan el control sobre una sociedad, cuando las sociedades
están controladas por la misma persona física
Dos sociedades, “S1” y “S2”, están controladas por una persona físi-
ca que posee el 75 y el 80 por 100 del capital social de cada una de
ellas, respectivamente. En diciembre de 2011, “S1” amplía el capital
social y recibe como contrapartida exclusivamente la aportación, por
parte de la persona física, del 80 por 100 del capital social de “S2”. La
consulta versa sobre el tratamiento contable que la sociedad “S1” debe
otorgar a la aportación no dineraria recibida, considerando que ambas
sociedades constituyen sendos negocios.

Aunque la operación tiene lugar entre una persona física y una socie-
dad, el caso que nos ocupa, en el que existen dirección única sobre
“S1” y “S2”, debe caer bajo el ámbito de la NRV 21ª.2 del PGC, en la
que se regulan las aportaciones no dinerarias de un negocio entre
empresas del grupo. Ello llevaría a que “S1” valorase la participación
en “S2” en el porcentaje que represente del patrimonio neto de ésta,
dado que la persona física que actúa como aportante, salvo que fuese
un empresario, no llevaría contabilidad, por lo que no se podría tomar
como referencia el valor de la participación en las cuentas individuales
o consolidadas.

Consulta 3
Baja de un inmueble en la aportación no dineraria a una empre-
sa del grupo
Sea el grupo:

La sociedad “Z”, perteneciente al sector inmobiliario, realiza una apor-
tación no dineraria de un inmueble, incluido dentro de las existencias,
en la ampliación de capital que realiza la sociedad “W”.

La valoración de las participaciones recibidas en la sociedad “Z” será
diferente en función de si el inmueble aportado constituye, o no, un
negocio. Si se trata de un negocio, en aplicación de la NRV 21ª.2 del
PGC, se valoran por el valor del inmueble en cuentas consolidadas, o
bien, en caso de no presentar cuentas consolidadas, por el valor en
cuentas individuales de “Z”. 

Si el inmueble no constituye un negocio, se aplica la norma de per-
mutas. Se presume que la permuta es no comercial en aportaciones
a una empresa del grupo, por lo que la participación se reconocería
por el valor en libros del inmueble. Solo si la permuta fuese comer-
cial, la baja del inmueble se incluiría dentro del importe neto de
la cifra de negocios de “Z”, por el valor razonable del inmueble
aportado.

CONSULTAS PUBLICADAS EN EL BOICAC
Nº 91/2012

CONSULTA 1
Sobre el tratamiento contable de un determinado contrato de
suministros
La sociedad “A” era titular de los derechos de explotación minera sobre
unas canteras de piedra caliza. El emplazamiento y explotación de estas
canteras impedía que otra sociedad “B” pudiera explotar rentablemen-
te otros derechos mineros colindantes. Para solventar la incompatibili-
dad, ambas sociedades suscribieron en octubre de 2009 un contrato
de suministro de piedra caliza. Según dicho contrato, la sociedad “B”
se obliga a suministrar a la sociedad “A” un número de toneladas
métricas de piedra caliza durante aproximadamente 60 años, a unos
precios inferiores al coste de producción en que incurriría “A” en la
explotación de sus propias canteras. De esta forma, con los precios
reducidos, la sociedad “B” compensa a “A” por la paralización de las
canteras y otras actuaciones (servidumbres de paso, información téc-
nica, etc.). 

En el ejercicio 2011 el Gobierno Regional acuerda la caducidad de
las concesiones de la sociedad “A”.

A efectos de contabilizar el contrato, opina el ICAC que debe asu-
mirse la hipótesis de “equivalencia económica”; esto es, el valor razo-
nable de lo entregado debe coincidir con el valor razonable de lo reci-
bido.

La contraprestación que abona la sociedad “A” por el suministro de
las existencias, cuyo sumatorio debería ser equivalente al valor razona-
ble del producto recibido, esto es, el precio de mercado del suministro
de piedra caliza, parece materializarse en tres conceptos:

• el pago en efectivo, a 90 días, cuando se produzca cada una de las
sucesivas entregas, por un importe inferior al valor razonable del
citado producto;

• el acuerdo compensatorio por las reservas de piedra caliza existen-
tes en la cantera de “A” que paraliza su explotación y;

• el también compensatorio por las actuaciones de “A” para facili-
tar la ejecución de la explotación de la sociedad “B” (servidumbre
de paso, información técnica, etc.).

Se supone, por tanto que los dos últimos apartados son los que com-
pensan la diferencia entre el valor razonable del producto y el compo-
nente del precio de adquisición que se materializa en efectivo.

Antes de que se produzca la corriente real de la entrega de bienes,
solo procederá reconocer un activo, en concepto de anticipo, y, en su
caso, el correspondiente beneficio por enajenación de inmovilizado,
por la baja de un activo identificable, los derechos de explotación
(segundo componente de la contraprestación), al margen de que no
luzcan en su balance o lo hagan por un importe insignificante en rela-
ción con su valor razonable.

Cuando se inicie el suministro, la sociedad “A” contabilizará las exis-
tencias adquiridas por su precio de mercado, por lo que al abono del
efectivo se sumará la baja parcial del anticipo reconocido conforme a
lo explicado en el párrafo anterior, así como el valor razonable del ingre-
so por los servicios prestados a la sociedad “B” en concepto de “servi-
dumbre de paso”, “información técnica” o cualquier otro concepto
que pudiera identificarse como una transferencia de valor añadido
desde la primera a la segunda, a medida que se produce, a su vez, la
corriente real del suministro. No se reconoce, por tanto, un ingreso en
el momento del acuerdo, o de las actuaciones que se derivan del
mismo, sino que ha de aplicarse el principio de devengo.

Oec
o

n
o

m
is

ta
•
nº

 9
8 

•
20

12
 •

pá
gi

na
 6



R
e
se

ñ
a
 d

e
 a

ct
u

a
li

d
a
d

 c
o

n
ta

b
le

Consulta 4
Tratamiento contable de una diferencia de conversión, cuando
se produce un cambio a euros en la moneda funcional de una
entidad
La moneda funcional de una entidad es una cuestión de hecho y, por
tanto, no constituye una opción contable. Como se señala en el art.
59.3 de las NFCAC, “la moneda funcional refleja las transacciones,
sucesos y condiciones que subyacen y son relevantes para la misma,
por lo que una vez definida la moneda funcional no se cambiará a
menos que se produzca un cambio en tales transacciones, sucesos y
condiciones. En este último caso, se aplicarán los procedimientos de
conversión a la nueva moneda funcional de forma prospectiva desde
la fecha de cambio.”

Considerando que procede todo lo anterior, el cambio al que alude
la consulta se produce con fecha 1 de enero de 2012. La aplicación pros-
pectiva del cambio implica que en dicha fecha, la diferencia de conver-
sión se distribuirá en proporción al valor en libros de los activos mone-
tarios netos (activos menos pasivos) y los activos no monetarios. La
diferencia atribuida a los activos monetarios netos se transferirá a la
cuenta de pérdidas y ganancias, dado que pasa a tener la consideración
de una diferencia de cambio en operaciones en moneda extranjera. La
atribuida a los activos no monetarios se mantendrá en el patrimonio
neto para su posterior imputación al resultado del ejercicio a medida
que se produzca la corrección valorativa, baja o, en su caso, amortiza-
ción de los activos. En el supuesto de que no se disponga de la informa-
ción necesaria para la atribución de la diferencia de conversión, se con-
sidera que corresponde íntegramente a activos no monetarios,
debiendo asignarse a cada activo en proporción a su valor en libros.

Consulta 5
Tratamiento contable de un rappel por compras cobrado por
anticipado
La consulta 2 del BOICAC nº 53 establece el tratamiento contable de
la cantidad recibida por una empresa de un proveedor, con la condi-
ción de asumir el compromiso de compra en exclusiva de un volumen
preestablecido de productos durante un período de tiempo determi-
nado. En su respuesta, este Instituto calificaba la operación como un
rappel cobrado por anticipado a contabilizar en “Ingresos a distribuir
en varios ejercicios”, que debía imputarse a resultados del ejercicio a
medida que se fuese devengando. El ICAC considera que la citada con-
sulta sigue vigente, siempre que a la vista del acuerdo suscrito con el
proveedor deba concluirse que, en caso de incumplimiento, la empre-
sa deba entregar o ceder recursos que incorporen beneficios o rendi-
mientos económicos futuros, por lo que, conforme al vigente PGC, el
ingreso a distribuir pasa a tener la calificación de pasivo, proponiéndo-
se la utilización de una cuenta del subgrupo 18, que se imputará a la
cuenta de pérdidas y ganancias según se vaya devengando el rappel.

Consulta 6
Distribución del coste de producción por parte de una promoto-
ra inmobiliaria
La consulta versa sobre la distribución de costes entre las viviendas de
una promoción inmobiliaria iniciada en 2009 y finalizada en 2011,
habiéndose vendido sobre plano el 60% de unidades de la promoción.
Las características de todas las viviendas son similares, salvo los metros
cuadrados, y el valor de realización del 40% de las unidades no vendi-
das, que es inferior al valor de las unidades vendidas sobre plano.

En la Resolución de 9 de mayo de 2000 del ICAC por la que se esta-
blecen criterios para la determinación del coste de producción, se prevé
para los costes conjuntos que el criterio de reparto más adecuado debe
basarse en el valor de realización de los productos. Pero el ICAC no
considera que en el caso planteado estemos ante costes conjuntos,
dado que las viviendas producidas tienen básicamente las mismas

características, por lo que debe entenderse que la promoción inmobi-
liaria constituye un único producto y las viviendas son las unidades pro-
ducidas. No cabe, por tanto utilizar como criterio de reparto de costes
el diferente valor de realización de las viviendas.

Consulta 7
Inversión en una sociedad adquirida por un grupo con el propó-
sito exclusivo de su posterior enajenación
En cuentas individuales, la inversión en dicha dependiente debe valo-
rarse de acuerdo con lo establecido en la NRV 7ª “Activos no corrien-
tes y grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta”, esto
es, no deberá nunca superar su valor razonable menos costes de venta.
Por tanto, si este último fuese menor que el precio de adquisición, por
la diferencia, se debería registrar una pérdida por deterioro.

A efectos de elaboración de las cuentas consolidadas, conforme al
artículo 14.4 de las NFCAC, cuando el grupo adquiera una sociedad
exclusivamente con el propósito de su posterior enajenación, clasifica
dicha sociedad como mantenida para la venta en la fecha de adquisi-
ción, si se espera completar la venta dentro del año siguiente, salvo que,
por hechos o circunstancias fuera del control de la empresa, el plazo de
venta se tenga que alargar y exista evidencia suficiente de que la empre-
sa siga comprometida con el plan de enajenación del activo. Se da un
plazo de 3 meses para el cumplimiento del resto de requisitos que exige
la NRV 7ª del PGC para esta clase de activos. Se prescribe también para
este caso valorar a valor razonable menos los gastos de venta “el activo
no corriente o grupo enajenable adquirido”, con el límite del precio de
adquisición. Es decir, se valora el grupo de elementos de forma conjun-
ta. Es por ello que el ICAC concluye al respecto que no procede aplicar
el método de integración global. Aunque las NFCAC no se refieren
expresamente al abandono del plan de venta de la filial, por analogía
con lo prescrito para las inversiones en asociadas y multigrupo, la con-
sulta considera que se tendría que realizar la consolidación global de la
dependiente con efectos desde la fecha de su adquisición, reexpresan-
do en su caso las cifras comparativas de un período anterior.

Consulta 8
Indemnizaciones recibidas por los movimientos sísmicos que
tuvieron lugar en la ciudad de Lorca en el año 2011
En el caso planteado, los daños asegurados han sido indemnizados por
el Consorcio de Compensación de Seguros (CCS), destinándose las
cantidades percibidas a la reconstrucción de los locales y estableci-
mientos y, en otros casos, a su reparación, a lo largo de varios
ejercicios.

Las cantidades percibidas del CCS en concepto de indemnización,
constituyen la contraprestación por los recargos abonados a dicha enti-
dad al contratar las pólizas de seguro correspondientes. Entiende, por
tanto, el ICAC que resulta de aplicación el tratamiento contable de la
indemnización recibida de una entidad aseguradora a causa de un
siniestro en el inmovilizado, recogido en la consulta 5 del BOICAC nº
77, reconociéndose un
derecho de cobro con-
tra ingresos excepcio-
nales, por el importe
de la pérdida incu-
rrida.

Caso distinto es el
de las ayudas públicas
para reparación de
elementos patrimo-
niales, que reciben la
consideración de sub-
venciones, de acuerdo
con la NRV 18ª del PGC.

Fernando Ruiz Lamas
Profesor Titular de la Universidade da
Coruña
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“En términos de márketing, entre Messi y
Cristiano, me quedo con con una
combinación de ambos”
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• Licenciado en Ciencias económicas y empresariales y MBA por ESADE. Posee estudios internacionales de Mar-
keting en la Universidad de California (Berkeley).

• Fundador y CEO de Prime Time Sport (actualmente y desde el 2007) www.ptsport.tv empresa de consultoría
y marketing deportivo.

• Agente FIFA con licencia E-599 (desde el 2007)
• Profesor y creador de la asignatura “Sports Marketing Insights” en el MBA internacional de ESADE (Barcelo-

na). En curso
• Director Comercial, Marketing y Comunicación en el FC Barcelona (2002-2007)
• Miembro de varios grupos de trabajo de la UEFA y la NFL Europa (2003-2006).
• Miembro de la Junta Directiva del FCB Merchandising, empresa conjunta con Nike, que explota las ventas al

por menor del FC Barcelona y las licencias de merchandising en todo el mundo (2002-2007).
• Asesor estratégico para la expansión de la marca Manchester City Football Club a nivel internacional (en

curso, para la temporada 2011/12).
• Fundador de Leo Messi Management, empresa que gestiona los derechos de imagen del astro argentino

(2009).
• Ocupó puestos de dirección y marketing internacional en empresas multinacionales de gran consumo como

Reckitt Benckiser (1995-2000), Sara Lee (1993-1995) y Unilever (1990-1992).

férreo control de los gastos (por ejemplo evi-
tando fichajes de jugadores con el corazón
en lugar de con la cabeza) y un crecimiento
sostenido de los ingresos se puede conse-
guir competir de forma efectiva y constan-

“La problemática
financiera del fútbol
proviene de un exceso del
gasto y no de un problema
de ingresos

PE
RF

IL

te. En todo caso el fútbol sigue siendo el
deporte mas popular y por tanto la deman-
da seguirá existiendo.

Afirma usted que su incorporación a la
dirección comercial y de marketing del
Fútbol Club Barcelona en 2002 fue un
sueño hecho realidad –a pesar de con-
tar ya por aquel entonces con bagaje de
12 años de experiencia profesional en
marketing internacional–. ¿Qué podría
destacar de sus cinco años de gestión al
frente de dicha dirección? ¿Es realmen-
te el Barsa ”Més que un club”?
Han sido 330 paginas de libro para articular
todo lo que me gustaría destacar. Imposible
hacerlo con pocas líneas. En cualquier caso
por supuesto el Barça es ‘Mes que un club’
en todos los sentidos y me considero un
afortunado por haber trabajado allí tanto
tiempo.

¿Cómo convive un profesional del mar-
keting deportivo –que trabaja en térmi-
nos de eficiencia económica, ingresos y
gastos– con la parte emocional o pasio-
nal que rodea al mundo del fútbol?
Estoy pensando por ejemplo en la venta
de un jugador muy querido por la afi-
ción pero cuya operación es rentable en
términos económicos.
A eso me refería en la pregunta anterior.
Cada vez más a menudo los gestores deben

En su libro “Show me the Money! (Ver
O Economista nº 93, mayo 2012) descu-
bre cómo conseguir dinero para un club
de fútbol, un torneo, una federación o
incluso un deportista a nivel individual.
¿No resulta este propósito una auténti-
ca quimera en los tiempos que corren?
En absoluto. Con el fin del acceso fácil al
crédito, la desaparición de las subvenciones
y la dificultad de conseguir ingresos extraor-
dinarios procedentes de operaciones inmo-
biliarias o ventas de jugadores, llega el
momento de explotar los activos tradiciona-
les de las propiedades deportivas (como la
venta de entradas, los patrocinios o el mer-
chandising) de una forma profesional, orga-
nizada, innovadora y creativa. Incluso en
tiempos de crisis se puede encontrar el
ángulo adecuado para cada institución.

En el libro trata de hacer hincapié en los
ingresos y el potencial de crecimiento
de la industria del fútbol frente a los
gastos, las pérdidas o el endeudamien-
to que ahoga a muchas entidades
deportivas. ¿Es posible ver el vaso
medio lleno cuando han sido numero-
sos los clubes españoles que se han
visto obligados a acogerse a la Ley Con-
cursal?
Sin duda es posible. La problemática finan-
ciera del futbol proviene de un exceso del
gasto y no de un problema de ingresos. Con
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En esta misma línea, y permítanos
ahora barrer para casa, ¿sería posible
cuantificar en términos económicos la
campaña de publicidad (gratuita) reali-
zada por el Deportivo a la ciudad de A
Coruña durante la época dorada del
Superdepor? 
Siento indicarles que no dispongo de ele-
mentos suficientes para poder hacer un cál-
culo adecuado.

Hablando estrictamente en términos de
marketing: ¿Messi o Cristiano?
Me quedo con una combinación de los dos.

Terminamos agradeciéndole su amabili-
dad y solicitándole una primicia (es
broma): dado que forma parte usted en
la actualidad de la estructura del Man-
chester City como asesor –junto con otros
exempleados del Barcelona como Ferrán
Soriano o más recientemente Txiki Be-
guiristáin– ¿Están formando la avanzadi-
lla para la llegada de Pep Guardiola a los
Citizens la próxima temporada?
Efectivamente el Manchester City es uno de
mis clientes, pero desde mucho antes de la
llegada de Ferrán Soriano y Txiki Begiristain.
Mi asesoramiento se centra en temas de
estrategia, marketing y comercial por lo que
no tengo información sobre las cuestiones
deportivas. Lamento no poder brindarles la
primicia.
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ser capaces de tomar las decisiones depor-
tivas en términos económicos y en base a
criterios 100% objetivos, aunque es cierto
que es complicado tomar decisiones impopu-
lares cuando los aficionados son los que deci-
den los gestores a través de sus votos.

Cuando salen a relucir las estratosféricas
sumas que perciben las estrellas de los
grandes equipos de fútbol siempre sale
a la palestra el tema del tope salarial
–como sucede en algunos deportes de
franquicias en EEUU–. ¿Cuál es su opinión
en este asunto? “Admiro las estrategias de

márketing de Red Bull e
intento aprender de ellasUN LIBRO

Gestión de incompetentes

UNA PELÍCULA
Cualquiera de 007

UNA CANCIÓN
Human (The Killers)

UNA COMIDA
Italiana en general y sushi

UNA CIUDAD PARA VIVIR
Barcelona

CIUDAD PARA VIAJAR
Tokio

UNA AFICIÓN
Los gadgets electrónicos

UN PERSONAJE HISTÓRICO
Steve Jobs

UN HECHO HISTÓRICO
La primera Champions del
Barça en 1992P
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Estoy en contra del tope salarial. El único ele-
mento regulatorio que debe introducirse es
el control sobre los excesos en los gastos y los
castigos deportivos en caso de impagos.

Otro tema de rabiosa actualidad en el
mundo del fútbol es el denominado
“fair play económico” que propugna la
UEFA (una serie de normas que buscan
acabar con la actual situación de quie-
bra técnica del fútbol europeo con una
deuda que llega los 1600 millones) y
que cuenta con el apoyo de la UE pero
con la oposición de los grandes clubes.
¿Cómo se posiciona usted en este deba-
te? ¿Existe realmente una “burbuja del
fútbol”?
Estoy totalmente de acuerdo con el regla-
mento Fair play económico y habrá un antes
y un después de su entrada en vigor. Todos
los grandes clubes –incluso los que no tie-
nen problemas de financiación– ya lo están
teniendo en cuenta en su gestión diaria.

Como especialista en la materia, ¿Cómo
valora el tsunami mediático que ha
generado el estratosférico salto del
paracaidista austriaco Félix Baumgart-
ner, que ha catapultado a la marca Red
Bull a la cúspide del marketing deporti-
vo (los expertos creen que el retorno
por este salto al vacío ha doblado la
inversión)?
Admiro las estrategias de marketing de Red
Bull e intento aprender de ellas. No tengo la
forma de hacer el calculo exacto del retor-
no obtenido por Red Bull con el salto pero
no tengo dudas de que ha sido extremada-
mente rentable. Los mejores del sports mar-
keting sin duda.



En vigor la formación continuada
obligatoria para auditores
El ICAC ha publicado la resolución de 29 de octubre de 2012 por la que se desarrollan distintos aspectos de la obligación de
realizar formación continuada por parte de los auditores de cuentas, obligación que establece la normativa que regula la
profesión de auditoría y que ha entrado en vigor el pasado 1 de octubre.
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Esta obligación afecta a los auditores ejercientes y no ejercientes que prestan servicios por cuenta ajena que tienen la obliga-
ción de realizar 120 horas en un periodo de tres años. De estas 120 horas trienales, al menos 85 tienen que ser en auditoría o contabili-
dad y las 35 horas restantes pueden realizarse en otras materias, siempre que éstas se requieran para el ejercicio de la actividad de audi-
toría de cuentas (por ejemplo, derecho de sociedades, derecho concursal, economía general, economía financiera, etc.).

Los auditores no ejercientes no tendrán que cumplir con esta obligación mientras se mantengan como tales. Pero ha de tenerse en
cuenta que cuando un auditor de cuentas no ejerciente solicite pasar a la situación de ejerciente, deberá acreditar la realización de cien-
to veinte horas de formación continuada en el período de tres años que termine en la fecha de su petición, de las que al menos cin-
cuenta horas deben justificarse como realizadas en los doce meses anteriores a la referida fecha. (La resolución del ICAC establece pro-
rrata de este cómputo para el pase a ejerciente teniendo en cuenta la fecha de entrada en vigor de la formación obligatoria).

¿Qué formación es computable?
Además del número de horas y materias que deben realizarse, la resolución del ICAC delimita cuáles se consideran centros organizado-
res reconocidos –o reconocibles- para impartir formación computable. Ello implica que la única formación computable sea la impar-
tida por los centros organizadores, como única excepción se permite que otras asociaciones profesionales y entidades públicas pue-
dan puntualmente y con carácter previo homologar ante el ICAC alguna actividad como conferencias, congresos o jornadas, pero,
insistimos, el cómputo de dichas actividades como formación continuada está totalmente condicionado a dicha homologación expresa
y antes de su celebración por parte del ICAC.
¿Computa la formación impartida por el Colegio de Economistas?
La respuesta es afirmativa, las actividades formativas organizadas por el Colegio computarán como formación continuada. La norma
estipula que las corporaciones representativas de los auditores de cuentas tienen reconocida la condición de centro organizador, pudien-
do organizar e impartir las actividades de formación continuada a través de las entidades que formen parte de su organización territo-
rial, tal es el caso de los Colegios de Economistas que son, a estos efectos, entidades territoriales del Registro de Economistas Auditores
(REA).

FORMACIÓN OBLIGATORIA AUDITORES
(Artículo 40 Reglamento Auditoría)

AÑO 1
(01/10/2012 -
30/09/2013)

AÑO 2
(01/10/2013 -
30/09/2014)

AÑO 1
(01/10/2014 -
30/09/2015)

30 horas

30 horas

30 horas

20 en auditoría y
contabilidad

10 horas en
auditoría y
contabilidad  o en
otras materias 

20 en auditoría y
contabilidad

10 horas en
auditoría y
contabilidad o en
otras materias 

20 en auditoría y
contabilidad 

10 horas en
auditoría y
contabilidad o en
otras materias

PERÍODO HORAS                               PERÍODO                  MÍNIMO                 DISTRIBUCIÓN  

3 años 
(computables a
partir del
1/10/2012)

120 horas
(mínimo 85 en
auditoría y
contabilidad)

MÍNINO OBLIGATORIO ANUAL
RESTO 
(A computar a lo
largo del período
trienal)

25 en auditoria y
contabilidad

5 en auditoría y
contabilidad o en
otras materias
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¿Cuáles de las actividades del Colegio de Economistas computan como formación continuada para auditores?
Todas aquellas actividades relacionadas con contabilidad y auditoría, así como aquellas que puedan computar en el apartado de “otras
materias” por ser también necesarias para ejercicio de la auditoría (área de concursal, fiscalidad, derecho mercantil, etc.), serán homo-
logadas a efectos de la formación continuada.
En este sentido el Colegio ha homologado ya todos los cursos impartidos desde el 1 de octubre que cumplen lo señalado en el párrafo
anterior y, de acuerdo con las obligaciones que impone la resolución del ICAC, ha realizado su programación de actividades hasta el 30
de septiembre del año próximo. Este programa, que alcanza las 104 horas lectivas y hasta un total de 108 computables -84 en auditoría
y contabilidad y 24 en otras materias-, no es ni mucho menos un programa cerrado sino que se podrán incluir otras actividades que por
su interés o su oportunidad se considere procedente impartir.
¿Cómo se controla el cumplimiento de la formación continuada?
Los centros organizadores reconocidos deberán remitir al ICAC en el mes de noviembre una declaración anual de las actividades de for-
mación organizadas en los doce meses anteriores al 30 de septiembre de cada año. 
Cada corporación de auditoría, en nuestro caso el REA, informará por tanto de la formación continuada realizada por sus miembros, en
caso de que los auditores estén adscritos a más de una corporación, la declaración corresponderá realizarla a la corporación por la que
aquellos opten.

Programa de formación continuada para auditores (1/10/2012 - 30/09/2013)

Curso práctico informes de auditoría con evaluación final de los conocimientos
adquiridos

Obligaciones tributarias de la empresa en concurso. La responsabilidad del
administrador concursal frente a la AEAT

Cierre fiscal y contable 2012

Auditoría de subvenciones y ayudas públicas

Actualización contable: análisis de las útlimas consultas del BOICAC y otra normativa
reciente. El deterioro de valor de los activos

Introducción a las NIA’s

Jornadas de Fiscalidad y Auditoría

Modificaciones normativas y auditoría del consolidado

Curso práctico de Informes de auditoría con evaluación final de los conocimientos
adquiridos

Novedades tributarias

Curso práctico matemáticas y excel financiero avanzado adaptadas al nuevo plan
general de contabilidad

Novedades en auditoría y contabilidad

Normas Internacionales de Auditoría

Normas de ética en auditoría

(*) Computables 12 horas para quienes hayan superado la prueba de conocimientos.

Materia

Auditoría y
Contabilidad

Otras materias

Auditoría y
Contabilidad
Otras materias
Auditoría y
Contabilidad

Auditoría y
Contabilidad

Auditoría y
Contabilidad

Auditoría y
Contabilidad
Otras materias

Auditoría y
Contabilidad

Auditoría y
Contabilidad

Otras materias

Otras materias

Auditoría y
Contabilidad

Auditoría y
Contabilidad

Auditoría y
Contabilidad

Horas

8(*)

2

2
2

8

8

2

8

8

4

8

4

8

4

24

4

Mes

oct-12

nov-12

dic-12

dic-12

ene-13

ene-13

feb-13

mar-13

abr-13

may-13

jul-13

sep-13

sep-13

sep-13
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La Odisea que nos viene

Odisea 2050
Jaime Requeijo González

Odiseus, también llamado Ulises, tardó veinte años, según el rela-
to de Homero, en volver a Itaca, tras haber participado en la gue-
rra de Troya, porque fueron enormes los obstáculos que hubo de
superar. El presente libro trata, también, de un largo viaje y de la
necesidad de sortear una serie de formidables obstáculos. El viaje

es el de la economía mundial
hasta mediados del presente
siglo, una economía que expe-
rimentará, de acuerdo con las
tendencias actuales, transfor-
maciones de considerable
envergadura puesto que, en un
mundo mucho más poblado, el
predominio actual de la región
atlántica habrá dado paso a una
economía multipolar, con pre-
sencia acentuada de la región

asiática. Desde esa pers-
pectiva global, el libro
termina con una apre-
ciación de los problemas
que la economía espa-
ñola deberá resolver
para incorporarse, posi-
tivamente, a ese univer-
so cambiante.

¡Acabad ya con esta crisis!
Paul Krugman 

Paul Krugman, Premio Nobel de Economía, ha escrito un libro real-
mente extraordinario en que las causas de la actual crisis econó-
mica, los motivos que conducen a que sigamos sufriendo hoy sus
consecuencias y la forma de salir de ella, recuperando los puestos
de trabajo y los derechos sociales amenazados por los recortes, se

explican con una claridad y
sencillez que cualquiera
puede, y debería, entender.
Naciones ricas en recursos,
talento y conocimientos, los
ingredientes necesarios
para alcanzar la prosperidad
y un nivel de vida decente
para todos, se encuentran
en un estado de intenso
sufrimiento? ¿Cómo llega-
mos a esta situación? Y,

sobre todo ¿cómo pode-
mos salir de ella? Krug-
man plantea estas cues-
tiones con su habitual
lucidez y nos ofrece la evi-
dencia de que una pronta
recuperación es posible, si
nuestros dirigentes tienen
la claridad intelectual y la
voluntad política de aca-
bar ya con esta crisis.

Que el mundo está cambiando a pasos agigantados es un secreto a
voces. Desde este planteamiento inicial, el economista y escritor
Jaime Requeijo nos avanza los problemas que la economía españo-
la se verá obligada a afrontar en la primera mitad del siglo XXI. En
la segunda de nuestras recomendaciones, Krugman pone el altavoz
a través del título de su nuevo libro a las voces de todos aquellos
que están hartos de la crisis económica.
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sas y demás sujetos responsables obli-
gados a cotizar y encuadrados en los
Sistemas Especiales del Régimen Gene-
ral, excepto el sistema especial de
empleados de hogar.

8 ¿Qué procedimientos estarán suje-
tos a NOTESS?

• Reclamaciones de Deuda
• Providencias de Apremio
• Actos de Vía Ejecutiva
• Procedimientos de Deducción
• Aplazamientos (en abril/2013)

8 Etapas de implantación

La obligatoriedad se llevará a cabo de
forma paulatina:

• Se comunicará la inclusión de la obliga-
toriedad en papel a todas las empresas
existentes, incluidas las que ya reciben
notificación telemática de forma volun-
taria, que cumplan las reglas de obliga-
toriedad establecidas.

• Las empresas suscritas voluntariamente
que no cumplan las reglas de obligato-
riedad, continuarán sujetas al nuevo
procedimiento de comunicación tele-
mática.

• Empresas de nueva creación: Las empre-
sas creadas a partir de la entrada en
vigor de las NOTESS y que cumplan los
requisitos de obligatoriedad, estarán
sujetas al nuevo procedimiento de
comunicación telemática. La Adminis-
tración no les enviará ninguna comuni-
cación.

En la Dirección Provincial de la TGSS se cre-
ará un equipo de soporte para atender las
consultas e incidencias que se produzca.
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“La presentación utilizada
en el curso del pasado día
29 de noviembre se halla
disponible para su
descarga en la Biblioteca
Web: carpeta laboral

Está prevista la próxima publicación de tres
Órdenes Ministeriales (y posteriormente de
varias Resoluciones de desarrollo) que darán
cobertura legal a la obligatoriedad del
nuevo sistema. A partir del 1/01/2013 se
enviarán comunicaciones individuales, en
papel, a todas las empresas que cumplan las
reglas de obligatoriedad.

A modo de resumen, es necesario desta-
car los siguientes puntos:

8 ¿Quiénes están obligados al Siste-
ma Red?

• Las empresas, agrupaciones de empre-
sas y demás sujetos responsables: obli-
gados a cotizar y encuadrados en cual-
quiera de los regímenes de la SS, con
independencia del número de trabaja-
dores que mantengan en alta

• RETAs, excepto SETAs de cuenta propia,
que estén obligados a transmitir por el
Sistema RED los datos relativos a sus
trabajadores, estarán también obliga-
dos respecto de sus propios trabajado-
res autónomos.

• Las empresas, agrupaciones de empre-

La obligatoriedad de las notificaciones telemáticas
de la TGSS, a la vuelta de la esquina
A partir del próximo 1 de enero de 2013 está prevista la obligatoriedad de la notificación a través de la Sede Electrónica de
la Seguridad Social (SEDESS) de los actos administrativos que dicte la TGSS dentro del procedimiento recaudatorio. Por
este motivo, el pasado día 29 de noviembre se celebró en el colegio una jornada dedicada a examinar lo que supone la
entrada en vigor de esta nueva normativa.

Roberto Pereira presentando la Jornada sobre Notificaciones Telemáticas Obligatorias



actualidad fiscal

estas últimas en sí mismas consideradas, pues si con
respecto a las primeras puede no ser necesaria una
respuesta explícita y pormenorizada de todas ellas,
respecto de las segundas la exigencia de congruen-
cia se muestra con todo rigor”.

2. ¿CUÁNDO PUEDE LA ADMINISTRACIÓN
REGULARIZAR Y CUÁNDO PUEDE SANCIONAR
LAS RETENCIONES INCORRECTAMENTE PRACTI-
CADAS?
Como decíamos en esta misma Revista hace un
lustro, fue  muy celebrada la Sentencia del Tri-
bunal Supremo de 27 de febrero de 2007 (cuyo
criterio fue inmediatamente suscrito por la
Audiencia Nacional en sentencias de 29 de junio
y 2 de octubre del mismo año) relativa a actua-
ciones de comprobación sobre retenciones, en
aquellos casos en que se regulariza al retenedor
sin tener en cuenta que el retenido no ha dedu-
cido más que los importes que realmente fue-
ron –correcta o incorrectamente, da igual- obje-
to de retención, dando lugar con ello a un caso
de doble imposición, así como al consiguiente
enriquecimiento injusto de la Administración.
La citada STS de 27 de febrero de 2007 –y más
tarde las de la AN-, sentando con ello doctrina
jurisprudencial susceptible de invocar en recur-
so de casación,  confirman la tesis de que no
cabe exigir las cantidades que debieron retener-
se en aquellos casos en que el retenido haya
deducido la cantidad que se le retuvo y no la
que debió retenérsele, y que el retenedor ingre-
só en su día el importe retenido. Cuando concu-
rren estas circunstancias, la solución no consis-
te en devolver al retenido las mayores
retenciones, para que sea éste quien a su vez las
devuelva al retenedor, sino que el TS sienta el
criterio de que no es posible regularizar al rete-
nedor, sin perjuicio del cobro de eventuales
intereses y, en su caso, sanciones. La Administra-
ción no puede, en definitiva, levantar acta en con-
cepto de retenciones incorrectamente calculadas
cuando el retenido sólo dedujo los importes que real-
mente fueron objeto de retención. Sólo puede aqué-
lla regularizar las retenciones incorrectamente prac-
ticadas cuando el retenido dedujo los importes que
debían de haberle sido retenidos (no los efectiva-
mente retenidos) o cuando no presentó su declara-
ción del IRPF.

¿Cómo puede probar el retenedor ante una
eventual inspección el hecho de que el reteni-
do sólo ha deducido los importes realmente
retenidos y no los que debieron haberle sido
retenidos?  Pues al respecto señala el TS –y también
a la postre la AN- que al contribuyente le basta
con realizar la correspondiente alegación, sien-
do la Adminis tración la que debe probar, en su
caso, lo contrario.

¿PUEDE LA ADMINISTRACIÓN SANCIONAR LA INCORRECCIÓN

EN EL CÁLCULO DE LAS RETENCIONES? 
En Resolución de 12 de febrero de 2009 el TEAC
estableció que la conducta del retenedor que omite
su deber de retener e ingresar o que calcula incorrec-
tamente, en perjuicio de la Hacienda Pública, la
retención, es merecedora de sanción. El razonamien-
to del TEAC es el siguiente: 

“El retenedor es  un obligado tributario, con su pro-
pia obligación, y es el incumplimiento de ésta lo que
debe sancionarse, y ello con independencia de cómo
haya actuado después el perceptor de la renta, por-
que cuando el retenedor incumple su obligación des-
conoce cómo se va a liquidar después el tributo por
el sujeto preceptor de la renta y si esa falta de reten-
ción va a ser “corregida”. 

datos, documentos y pruebas antes de este tér-
mino, supuestamente el derecho a la defensa se
pierde definitivamente, esto es, no solo declina
el derecho del contribuyente a aportarlos en el
curso del procedimiento de inspección, sino tam-
bién en las ulteriores vías de recurso. 

Sin perjuicio de que hemos de estar atentos a lo que
al respecto resuelvan tanto el Tribunal Supremo
como el Tribunal Constitucional sobre la legalidad
del art. 96.4º RGA y sobre la constitucionalidad del
art. 158.3º LGT, lo cierto es que los Tribunales de Jus-
ticia, en la medida en que la Ley de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativo contiene un régimen
propio del ejercicio del derecho de prueba, constitu-
yendo, por tanto, lex specialis, han considerado ina-
plicables las descritas restricciones tanto de la LGT
como del RGA en el orden jurisdiccional contencio-
so-administrativo, bien es cierto que no así los Tribu-
nales Económico-Administrativos, especialmente
vigilantes de que las restricciones temporales de
ambas normas fuesen respetadas. 

El 20 de junio de 2012 se pronuncia el TS en recur-
so de casación acerca de si cabe aportar ante los tri-
bunales de justicia pruebas nuevas que el interesado
se abstuvo de presentar ante la Administración en su
día y si, dada una respuesta afirmativa, procede que
los jueces la valoren –incluso el propio TS en casa-
ción- y se pronuncien sobre el alcance de la misma.

El TS casa el recurso, reconociendo el derecho
del derecho del contribuyente a aportar en las
vías de recurso cuantas pruebas y documentos
(en el caso de autos sobre la deducción de gas-
tos) exija el legítimo ejercicio de su derecho a la
defensa. Por tanto, para el TS la restricción de
este derecho solo será admisible (mientras él
mismo y el TC no se pronuncien en las causas
abiertas contra los citados arts. 158.3º LGT y
96.4º RGA) en el ámbito del procedimiento de
inspección, en el cual el término para la presen-
tación de pruebas y documentos será la fecha
en que concluya el trámite de audiencia con
puesta de manifiesto del expediente.

Ahora bien, el TS decide por tres votos a favor y
dos en contra declinar su competencia para valorar
las pruebas, datos y documentos aportados en la vía
de recurso, ordenando reabrir las actuaciones de
comprobación para que este cuerpo probatorio sea
valorado por la Inspección. 

En nuestra opinión, este último criterio no es de reci-
bo. Nos inclinamos sin reservas por el defendido por
uno de los votos particulares emitidos a la sentencia,
cuyo ponente atribuye la competencia para valorar la
prueba aportada (en concreto, en el caso de autos, la
deducción del gasto) al propio órgano jurisdiccional,
sin que éste pueda remitirla  (ni mucho menos ordenar
retrotraer actuaciones)  a la Inspección.

En otro orden de cosas, aprovechamos este pronun-
ciamiento de 20 de junio de 2012 para destacar el
nuevo refrendo que el TS le da a la “incongruencia
negativa o ex silenti”, como causa invalidante de
las resoluciones y recursos cuando no se pronuncian
sobre todas y cada una de las causas de invalidez
esgrimidas por el recurrente. Damos desde estas pági-
nas la bienvenida a este nuevo espaldarazo al criterio
en virtud del cual  son inválidas, por incongruentes,
las resoluciones y sentencias en aquellos casos en que
el órgano competente “deja sin respuesta alguna de
las cuestiones planteadas por las partes, siempre que
no quepa interpretar razonablemente el silencio judi-
cial como una desestimación tácita, cuya motivación
pueda inducirse del conjunto de los razonamientos
contenidos en la resolución. Resulta preciso distin-
guir entre las alegaciones o argumentaciones apor-
tadas por las partes en defensa de sus pretensiones y

Reseña de actualidad fiscal
1. ¿PUEDEN PROBARSE EN VÍA DE RECURSO
GASTOS (Y OTRAS DEDUCCIONES) QUE NO
FUERON PROBADOS ANTE LA INSPECCIÓN?
Como los lectores saben, los artículos 158.3º de la
Ley 58/2003, General Tributaria, y  96.4º del Regla-
mento General de Actuaciones Inspectoras (RGA),
de 27 de julio de 2007, han constituido los dos hitos
“recientes” más importantes en lo que se refiere a
limitación/restricción del derecho a la prueba y a la
presentación de documentos en los procedimientos
tributarios. 

• La LGT (art. 158.3º) restringió el derecho a la
presentación de documentos y pruebas en
aquellos casos en que la Inspección ha deci-
dido aplicar el régimen de estimación indi-
recta de bases. En tales supuestos, dice el
citado precepto, salvo que el obligado tribu-
tario demuestre que fue imposible aportar
los datos, documentos y pruebas antes de la
propuesta de regularización, o sea, de las
actas, si dichos datos, documentos y prue-
bas se aportan después, “no podrán ser teni-
dos en cuenta en la regularización o en la
resolución de reclamaciones o recursos que
se interpongan contra la aplicación del régi-
men de estimación indirecta”.

La doctrina de los autores es unánime en des-
tacar que limitar temporalmente la aportación de
datos, documentos y pruebas en el curso de un
procedimiento de inspección, hasta el punto de
que los aportados después de notificadas las
actas no sólo serán ignorados a efectos de dictar
la correspondiente liquidación y sanción, sino
también en las vías de recurso que se interpon-
gan contra éstos, constituye una violación fla-
grante de las garantías constitucionales a la
defensa y a la tutela judicial efectiva (ambas invo-
cables no solo en el curso de actuaciones judicia-
les, sino también en el seno de los procedimien-
tos administrativos, tal como ha destacado la
jurisprudencia tanto del TC como del TS), razón
por la cual se ha presentado y admitido a trámite
el correspondiente recurso de inconstitucionali-
dad contra el transcrito art. 158.3º LGT.

• El segundo hito viene dado por lo establecido en
el vigente artículo 96.4º del Reglamento General
de Actuaciones Inspectoras, de 27 de julio de
2007, en este momento pendiente de resolución
el correspondiente recurso de legalidad ante el
Tribunal Supremo.

Pues bien, este precepto da un paso más en el
proceso de restricción del derecho a la defensa
del contribuyente en los procedimientos de ins-
pección y de revisión. Establece el art. 96.4º
RGA que “Una vez realizado el trámite de
audiencia o, en su caso, el de alegaciones, no
se podrá incorporar al expediente más docu-
mentación acreditativa de los hechos, salvo
que se demuestre la imposibilidad de haber-
la aportado antes de la finalización de dicho
trámite, siempre que se aporten antes de
dictar la resolución”.

A diferencia de la LGT, el RGA no limita la apor-
tación de datos, documentos y pruebas al
supuesto de que la Inspección haya decidido apli-
car el régimen de estimación indirecta de bases
sino que lo extiende a todos los procedimientos
de inspección. Y el límite temporal, en segundo
lugar, ya no es el de la firma (más bien, habría que
decir la notificación) de las actas, sino que el RGA
impide que la Inspección tome en consideración
datos, documentos y pruebas una vez termina-
do el trámite de audiencia de 10 días, previo a la
firma de las Actas. Y si no se presentan tales
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actualidad fiscal
Miguel Caamaño
Catedrático de Derecho Financiero y
Tributario. Abogado

A nuestro modo de ver, sin embargo, la conduc-
ta del retenedor que practica e ingresa incorrec-
tamente la retención no es merecedora de san-
ción. Coincidimos con MARTÍNEZ LAGO y con
CAYÓN GALIARDO en que cuando la AEAT no pueda
regularizar el incorrecto cumplimiento del deber de
retener,  no puede tampoco imponer sanción. Los
argumentos que apoyan nuestra conclusión son los
siguientes:

a. Si la Administración, de acuerdo con la doctrina
jurisprudencial que nace con la STS de 27 de
febrero de 2007, no puede regularizar al retene-
dor que ha cumplido incorrectamente su deber
de retener cuando el retenido deduce en su
declaración del IRPF única y exclusivamente el
importe que efectivamente le ha sido retenido,
la supuesta obligación del retenedor ha queda-
do extinguida, no siendo, en consecuencia, exi-
gible, en cuyo caso no puede admitirse la impo-
sición de una sanción porque ésta llegará en un
momento en que la obligación ha desaparecido.
Habiendo ésta desaparecido, la antijuridicidad de
la conducta del retenedor también, con lo cual
ésta en ningún caso será susceptible de sanción.

b. El supuesto que nos ocupa guarda una clara
simetría jurídica con la exclusión de las sanciones
en los casos de ingreso extemporáneo fuera de
plazo sin requerimiento previo por parte de la
Administración (art. 27.2º LGT). En los supuestos
de ingreso de una autoliquidación fuera de plazo
sin que previamente la Administración hubiese
requerido al efecto al contribuyente, se devenga
el correspondiente recargo (y si la demora es
superior a los doce meses, también intereses de
demora), pero se excluye la imposición de san-
ciones. Las razones que han impulsado al legisla-
dor a excluir en tales supuestos las sanciones son
las mismas que justifican la improcedencia de
sancionar al retenedor en un momento en que
su incumplimiento ha desaparecido (y esto ocu-
rre a partir del momento en que el retenido dedu-
ce los importes que efectivamente le han sido
retenidos). Quien presenta una autoliquidación
fuera de plazo realmente ha incurrido en el tipo
infractor “dejar de ingresar” desde el día en que
terminó el plazo voluntario de ingreso, pero su
conducta deja de ser antijurídica a partir del
momento en que, aunque extemporáneamente,
presenta la declaración (con el recargo) e ingre-
sa. Por las mismas razones, el eventual ilícito
cometido por quien no cumple correctamente su
deber de retener desaparece a partir del momen-
to en que dicho incumplimiento no es suscepti-
ble de regularización.

c. Si la base de la sanción que habrá de imponerse
será, de acuerdo con lo establecido en el 8.1º del
Reglamento General de Régimen Sancionador
Tributario (RD 2063/2004, de 15 de octubre), “el
importe de la regularización practicada”, a partir
del momento en que la conducta del retenedor
deja de ser susceptible de regularización ( y tal
momento coincide con la fecha en que el reteni-
do deduce en su IRPF los importes efectivamente
retenidos), la base de la sanción será cero. 

3. NI TRIBUTAN AHORA NI TRIBUTABAN ANTES
POR AJD LAS NOVACIONES DE CRÉDITOS…
Como es sabido, el Real Decreto Ley 6/2012, de 9 de
marzo, introduce un apartado 23 del art. 45 del TR
LITPAJD en virtud del cual “Las escrituras de formali-
zación de las novaciones contractuales de préstamos
y créditos hipotecarios que se produzcan al amparo
del Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medi-

das urgentes de protección de deudores hipoteca-
rios sin recursos, quedarán exentas de la cuota gra-
dual de documentos notariales de la modalidad de
actos jurídicos documentados de este Impuesto”.

Se trata, como es obvio, de una muy bienvenida
reforma, que puso fin a una desdichada discrimina-
ción fiscal entre operaciones de préstamo y de cré-
dito.

Ahora bien, ¿tributan por AJD las novaciones
de créditos en las cuales no concurran las cir-
cunstancias descritas en el citado RD Ley 6/2012
(carencia de rentas del trabajo y de la actividad
económica en la unidad familiar e importe de la
carga hipotecaria superior al 60% de las rentas
familiares)?, ¿Han debido de tributar todas las
novaciones de créditos que se han venido for-
malizando hasta la entrada en vigor del RD Ley
6/2012? 

Como es sabido, las Haciendas Autonómicas han
venido considerando que las escrituras de novación
de créditos hipotecarios tributan por AJD porque lo
único que estaba claramente – o sea, literalmente-
exento (art. 9 de la Ley 2/1994, de 30 de marzo,
sobre subrogación y modificación de préstamos
hipotecarios) eran las escrituras de novación de prés-
tamos hipotecarios, y además solo cuando se modi-
ficaba interés, plazo o ambas condiciones. Según
este criterio, consolidado desde hace una  década y
especialmente doloroso en un entorno de crisis eco-
nómica donde la novación es frecuentemente la
única escapatoria a la ejecución hipotecaria por parte
del banco, las CCAA han concluido que el tenor lite-
ral del art. 45.1º del TR Ley ITPAJD, en tanto en cuan-
to que norma reguladora de un régimen de exen-
ción, debía de interpretarse restrictivamente, de
modo que su tenor literal (que solo se refería a prés-
tamos y no explícitamente a créditos) no podía fue
objeto de extensión.

Y a este modo de interpretar el beneficio fiscal que
nos ocupa ayudó también cierta doctrina de la DGT,
con arreglo a la cual  deben de tributar en todo caso
las novaciones de créditos sobre el importe total
garantizado por la hipoteca, se modifique o no la res-
ponsabilidad hipotecaria.

En relación con este modo de argumentar, hemos
de señalar que hay Consultas Vinculantes de la Direc-
ción General de Tributos (v.gr. CV 0403-12, de 22 de
febrero de 2012 y CV 1201-12, de 31 de mayo de
2012) en virtud de las cuales no tributan las novacio-
nes de créditos hipotecarios si no se modifica la res-
ponsabilidad hipotecaria, que es lo que ocurre nor-
malmente. Por tanto, el criterio administrativo no
sería el de la tributación indiscriminada de toda nova-
ción de crédito, sino solo de aquellas novaciones en
las cuales se modifica la responsabilidad hipotecaria. 

Pero el punto de inflexión en la interpreta-
ción del artículo 45.1º TR LITPAJD lo constituye
la reciente sentencia 467/1012, de 25 de junio,
del Tribunal Superior de Justicia de Galicia. Éste
no solo se aparta de la doctrina jurisprudencial
generalizada de los Tribunales Superiores de
Justicia de las distintas Comunidades Autóno-
mas, sino también de la suya precedente, inau-
gurando, sobre la base de una argumentación
técnica impecable, un nuevo modo de leer el
régimen de exención del que venimos hablan-
do, en virtud del cual la obligación de tributar
desaparece –ahora y, sobre todo, antes de la
reforma de 9 de marzo de 2012- no solo en las
escrituras de novación de los préstamos sino
también de los créditos. 

El TSJ Galicia apoya su novedad jurisprudencial en
los siguientes razonamientos:

a. Si bien el articulado del Texto Refundido de la
Ley ITPAJD se refiere únicamente en su literalidad

a la exención de los préstamos hipotecarios, cuya
mención aparece en su propio título, sin embar-
go en la Exposición de Motivos ya se dice, tex-
tualmente, que el descenso generalizado de los
tipos de interés experimentado en los últimos
meses ha repercutido, como es lógico, en los de
los préstamos y créditos hipotecarios, y parece
razonable y digno de protección que los ciuda-
danos que concertaron sus préstamos y sus cré-
ditos con anterioridad a la bajada de los tipos
puedan beneficiarse de las ventajas que supone
este descenso. Pero, por otra parte, la situación
de estos prestatarios se ve agravada por la con-
currencia de una doble circunstancia, que deter-
mina la inviabilidad económica del cambio de
hipoteca: la fuerte comisión por amortización
anticipada, impuesta por las entidades crediticias
al tiempo de otorgar el contrato y la duplicación
de gastos que implican la cancelación de un cré-
dito hipotecario y la constitución de otro nuevo.

De ello se desprende, concluye el TSJ Galicia,
“que en la mens legis se contemplan, como aná-
logos, ambos contratos (el de préstamo y el de
crédito) de forma indistinta y ello con indepen-
dencia de que la expresión utilizada en el articu-
lado de la Ley ITPAJD  haga referencia preemi-
nente al préstamo hipotecario, contrato que, si
bien es distinto en cuanto a su contenido, cum-
ple la misma finalidad desde el punto de vista
financiero que el de crédito”.

b. A este modo de interpretar el régimen de exen-
ción se refiere el TS en su sentencia de 12 de
diciembre de 1985 (RJ\1985\6243) cuando afir-
ma que “…No puede aceptarse la ya superada
tesis del apelante de que las normas que conce-
den beneficios tributarios han de ser aplicadas
restrictivamente. Esta tesis ha sido superada por
una reiterada doctrina de esta Sala, según la cual
no procede acudir a la interpretación de las nor-
mas con criterios predeterminados, sino procu-
rando que siempre se cumpla la finalidad que la
norma persigue”. 

Este modo de entender la interpretación de la
norma tributaria, al servicio de la finalidad de la
misma y sin distinguir entre los distintos elemen-
tos que configuran la obligación tributaria (esto
es, entre interpretar el hecho imponible, el ele-
mento subjetivo, la base o los distintos benefi-
cios fiscales),  le permite al TSJ Galicia llegar a la
conclusión, que compartimos sin ambages, de
que el tratamiento fiscal de las novaciones de los
créditos  hipotecarios debe de ser –y lo ha sido
siempre- el mismo que el aplicable a las opera-
ciones de préstamo.
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Tal y como en la presentación
del libro indican nuestro deca-
no, Roberto Pereira y Jesús San-
martín, presidente del REAF, es
una gran satisfacción presentar
una obra que aborda aspectos
tan complejos de la fiscalidad
con una gran claridad y preci-
sión, lo que no sólo facilita su
comprensión sino que nos
muestra en muchas ocasiones
las claves para posibles recursos
o reclamaciones que fuera
necesario interponer.

El índice del libro agrupa los
diferentes artículos en  grandes
apartados como Gestión e Ins-
pección, Recaudación, Conta-
bilidad, Derecho Mercantil o
cada uno de los grandes
impuestos. Dentro de cada uno
de estos grandes apartados se

O
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recogen todos los artículos que
pueden encuadrarse dentro de
él, lo cual no impide que figu-
ren además dentro de otro u
otros apartados también, con
lo que se consigue que buscan-
do a través del dicho índice no
se nos escape ningún artículo
que, por su transversalidad,
tenga relación con distintos
aspectos tributarios.

Desde estas páginas quere-
mos agradecer a Miguel Caa-
maño su colaboración habitual
y desde siempre desinteresada
con O Economista o con cual-
quier otra iniciativas del cole-
gio, así como su disposición a
hacer posible esta nueva tarea
de recopilación en un nuevo
volumen de todos sus intere-
santes artículos.

Caamaño en O Economista durante el período
2004-2010, sale ahora a la luz esta segunda parte
que compila los artículos publicados en el perío-
do 2010-2012.


